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Extradición: La llamada “masacre” de Trelew. Denegación de la extradición de un imputado por parte de un juez de EE.UU. Apostillas a la sentencia del juez estadounidense.
Hechos
El 15 de agosto de 1972, un grupo de terroristas habían sido alojados en la Penitenciaría Federal Rawson, una prisión de máxima seguridad, cuando veinticinco de ellos orquestaron una fuga violenta, pero exitosa, tomando el control de la prisión, robando armas, matando a un guardia de la prisión y escapando con la ayuda de cómplices de afuera. Seis de los líderes del grupo viajaron en auto al aeropuerto de Trelew, en donde abordaron un avión comercial con noventa y seis pasajeros que ya habían sido secuestrados por tres cómplices que estaban a bordo. Ellos huyeron a Chile y allí se les dio un paso seguro a Cuba. Los restante diecinueve fugitivos no pudieron llegar a tiempo a Trelew para abordar el avión secuestrado; cuando arribaron al aeropuerto lo tomaron, secuestrando gente en un enfrentamiento con las fuerzas de la Marina, hasta que negociaron su rendición y fueron alojados en la base aérea naval Almirante Zar de Trelew. El 22 de agosto hubo un tiroteo en las instalaciones de Trelew en donde trece prisioneros murieron en el acto, tres murieron luego en el hospital y tres sobrevivieron. 
El 23 de febrero de 2010 las autoridades argentinas presentaron ante Estados Unidos (distrito del sur de Florida) un pedido de extradición de Roberto Guillermo Bravo, residente en aquel país desde 1973, que a la fecha de aquel suceso era teniente de la Marina Argentina y al cual el requerimiento de extradición le atribuyó “que él y otros militares que prestaban servicio en aquella base naval, el día del hecho, ordenaron a los diecinueve presos políticos que abandonaran sus celdas; estos cumplieron y en pocos minutos fueron abatidos a tiros por Bravo y los demás oficiales, dieciséis de los presos murieron y tres sobrevivieron”. El tribunal al que se requirió la extradición la rechazó fundado en cuatro razones: “falta de causa probable”, cosa juzgada, amnistía y delito político.
Nota a fallo
La fuente de la que extrajimos la sentencia objeto de análisis es el sitio web www.informador publico.com/001114005.html.
Lo primero que debe decirse que cualquiera de las cuatro causas invocadas por el magistrado requerido para denegar la extradición -insuficiencia probatoria, cosa juzgada, amnistía y delito político- es suficiente por si sola para fundar la decisión. Nuestro comentario estará encaminado a observar si ellas, o al menos una de ellas, están justificadas. 
La primera de las razones -insuficiencia probatoria- se refiere, sintéticamente, a que de los elementos de juicio que tuvo a la vista el juez exhortado, consideró que en realidad lo acreditado es que en la requisa practicada por un grupo de militares que custodiaban la prisión entre los cuales estaba Bravo, uno de los detenidos pretendió arrebatarle la pistola al jefe del grupo; eso originó un enfrentamiento que obligó a los guardias a hacer uso de la fuerza pública ante la desproporción numérica entre los detenidos y ellos, y que la acción de la que la mayoría resultó muerta no tuvo como fin ultimarlos, evidencia de eso sería el hecho de que tres fueron inmediatamente atendidos médicamente y sobrevivieron. 
Este comentario al fallo que nos ocupa excluirá expresamente lo que se refiere a esta causal de rechazo de la extradición -asunto siempre opinable como es la valoración de la prueba y además superfluo, como se verá más adelante, al comprobarse la vigencia de alguna de las otras razones argumentadas- para concentrarnos en las cuestiones de puro derecho que son las otras tres.
El marco regulatorio de las cuestiones está conformado por los principios de cada instituto, el derecho internacional, el derecho interno de cada país y el tratado de extradición existente entre ambos Estados firmado el 10 de junio de 1997, promulgado por la ley 25.126 del 8 de setiembre de 1999.
1. La cosa juzgada
En el trámite judicial de extradición desarrollado en la sede del juzgado requerido, el imputado alegó en su defensa haber sido beneficiario de una sentencia absolutoria previa; ésta se habría efectivizado con el decreto 425/1972 firmado por el entonces presidente Lanusse “que cerró definitivamente el presente procedimiento preliminar de conformidad con los términos del art. 338, cláusula segunda, del Código de Justicia Militar (ley 14.029)”, decisión que culminó el procedimiento de la jurisdicción exclusiva que tenía en aquella época la justicia militar. A esta aseveración de Bravo -haber sido absuelto con anterioridad por estos mismos hechos- el juez argentino exhortante contestó en una nota complementaria que ningún tribunal militar lo exoneró de sus acciones, ya que las actuaciones instructorias militares invocadas “son una simple fotocopia no certificada de un supuesto informe o dictamen de un supuesto oficial de las fuerzas Armadas” “y no hay ningún archivo que contenga una sentencia firme”. 
El asunto tiene dos planos de análisis: uno fáctico, es decir si la sentencia denegatoria ha comprobado la existencia de aquellas actuaciones jurisdiccionales que culminaron en el “cierre definitivo del procedimiento”, como reza el decreto presidencial y otro jurídico, si el tal cierre es una absolución pasada en autoridad de cosa juzgada. 
1.1. Respecto de lo primero, es decir, la existencia misma del decreto presidencial y las actuaciones jurisdiccionales militares previas, el juez norteamericano dijo textualmente: “Por otra parte el juez Sastre presentó una carta adicional, de fecha 17 de marzo de 2010, en la que trató de restar importancia al efecto y al impacto del informe del Auditor General, al cual calificó como “una simple fotocopia no certificada de un supuesto informe o dictamen de un supuesto oficial de las Fuerzas Armadas”. Ya sea intencional o no (prosigue el magistrado exhortado), esto es claramente engañoso, ya que la carta de presentación para la exhibición de la defensa reveló que se la había proporcionado el Departamento de la Marina en respuesta a una solicitud que hizo en marzo de 2006. Su afirmación (del juez Sastre) de que no hay ningún archivo que contenga una sentencia firme también fue incorrecta o engañosa, ya que, como explicó el Prof. Solari, el decreto presidencial Nº 425 era dicha sentencia definitiva y el juez Sastre sabía, o debería haber sabido, de su existencia”. Esta precisa y categórica aseveración del juez Dubé que, sin entrar en las intencionalidades del juez Sastre, califica de “engañosa” su afirmación de la inexistencia del procedimiento jurisdiccional que cerró la causa penal de Bravo con relación a los hechos que acá se ventilan (atento la documentación que él tuvo a la vista que demuestra lo contrario), es de una contundencia impactante. Efectivamente, de los considerandos del juez estadounidense resulta: que el argentino primero le ocultó la existencia del proceso que culminó con el cierre de la persecución penal de Bravo y después, cuando le fueron requeridas precisiones al respecto, le negó carácter de documento válido al decreto y sus antecedentes jurisdiccionales “por tratarse de fotocopias simples”, cuando en realidad lo presentado por el interesado al juez al que se requiere la extradición fueron constancias emitidas por la Marina Argentina. En otros términos: De ser veraz la fuente de información que hemos tenido a la vista sobre el contenido de la sentencia que niega la extradición, con relación a este punto de la cosa juzgada , en dos oportunidades sucesivas, el juez exhortante “engañó” al exhortado ocultando primero y falseando después la información.
1.2. La otra cuestión es si se acepta como lo hizo el juez exhortado que el decreto presidencial Nº 425 que expresa textualmente: “artículo primero: cerrar definitivamente el presente procedimiento preliminar de conformidad con los términos del art. 338, cláusula segunda, del Código de Justicia Militar”, es sentencia absolutoria definitiva. Si bien para los penalistas el uso del término “cierre” no es usual para referirse a un sobreseimiento, lo cierto es que el encuadramiento del caso en el art. 338, cláusula segunda, del Código de Justicia Militar vigente en aquella época, inequívocamente remite al sobreseimiento “cuando se ha probado el hecho, pero este no constituye una infracción sujeto a pena”; esto es: se trata de la causa de sobreseimiento por la justificación del hecho que excluye su antijuridicidad. Sobreseimiento que, firme, tiene el carácter de sentencia definitiva y es cosa juzgada.
Aunque parezca sobreabundante conviene recordar que toda la normativa jurídica de los períodos de gobiernos de facto -leyes, decretos, sentencias, reglamentos, etc.- sistemáticamente fueron convalidados posteriormente por los respectivos gobiernos democráticos que les sucedieron, por lo que en ningún momento se cuestionó la validez del decreto 425 de referencia; tanto es ello así que el asunto estuvo fuera de discusión: el juez Sastre no negó su legalidad sino que ocultó la existencia de esa decisión.
2. La amnistía
Un poco de historia: con fecha 27 de mayo de 1973, apenas asumido el gobierno de Héctor M. Cámpora se promulgó una ley de amnistía que benefició a procesados y condenados terroristas que obtuvieron su inmediata libertad. Así mismo dispuso en su art. 3º “Quedan extinguidas de pleno derecho todas las sanciones disciplinarias o de carácter ético aplicadas en razón de actos realizados por motivos políticos, sociales o gremiales a integrantes de las Fuerzas Armadas y de Seguridad de la Nación y a funcionarios y empleados de los departamentos del Estado nacional, de sus entidades descentralizadas y de las empresas que por cualquier título integren su patrimonio.” Esa ley, a la fecha, está vigente pues no fue alcanzada por la nulidad que promulgó la ley 25.779 a las leyes 23.492 y 23.521 (llamadas “de punto final” y de “obediencia debida”). En efecto: Los hechos delictivos a que se referían aquellas normas son los cometidos por militares encuadrados en el art. 10 de la ley 23.049, es decir, ocurridos entre el 24 de marzo de 1976 y el 26/9/83.
Con relación a este punto el juez norteamericano expresó: “Sin embargo, este tribunal no especulará sobre el razonamiento del juez Sastre o la lógica por no mencionar la ley de Amnistía 20.508 en su carta al Tribunal. Este tribunal pone en tela de juicio por qué el juez Sastre menciona específicamente las leyes de amnistía 23.521 y 23.492 que tratan eventos posteriores y que fueron derogadas por el Congreso Argentino, pero no menciona la ley de Amnistía 20.508 que se aplica al caso de Bravo y que nunca ha sido derogada”.
Este asunto, en mi modesta opinión debe dividirse en dos partes para su análisis: (1) si es aplicable a Bravo la amnistía de la ley 20.508 y (2) si le afecta la nulidad de las leyes de obediencia debida y punto final (23.492 y 23.521) hasta el punto de legitimar el pedido de extradición del juez Sastre fundado, precisamente, en esa nulidad.
2.1. La primera cuestión: Una interpretación gramatical que no deja lugar para la duda de los términos de la ley 20.508, nos indica que la voluntad del gobierno en el año 1973 fue encaminada a amnistiar los delitos cometidos por los subversivos terroristas procesados y condenados a la fecha (que en rigor de verdad fueron liberados de hecho dos días antes de la promulgación de la ley, el 25 de mayo); pero no tuvo ninguna intención de hacerlo por la acción de los militares, y también personal civil, que los combatieron en representación del Estado; es que el art. 3º de esa ley que a ellos se refiere, dice clara y específicamente que quedan extinguidas de pleno derecho las sanciones “disciplinarias o de carácter ético”; en ninguna parte de la ley se refiere a “delitos” atribuibles a militares que los hubieran cometido en ejercicio de aquella represión.
Sin embargo, no es de extrañarse que el juez exhortado hubiera incurrido en confusión al respecto. No solo porque la distinción a favor de los delincuentes subversivos y en perjuicio de los que cometieron su delito en defensa del Estado aparece como ilógica en una ley de amnistía general, sino también porque en el Macondo argentino que él no tiene obligación de conocer, a los poco días de su promulgación, fue amnistiado y salió en libertad (dato que fue puesto en su conocimiento por la defensa) un guardiamarina Julio César Urien, que estaba siendo procesado por motín sangriento; claro que este individuo se benefició porque, a pesar de ser militar, el encuadramiento de su situación lo era como subversivo y no por delitos cometidos en defensa del Estado.
En definitiva: a mi entender, la ley de amnistía 20.508 no ampara al imputado Bravo por los hechos delictivos por los que se requirió su extradición, porque en esa normativa se beneficiaron solamente los casos de infracciones disciplinarias y éticas cometidos por militares en defensa del orden establecido, no así por delitos.
2.2. La segunda cuestión. Otra cosa y muy grave -ya se trate de ignorancia o de mala fe- es que el juez Sastre haya requerido la extradición de Bravo encuadrando su situación en que fueron anuladas las leyes de punto final y obediencia debida, por lo que no podía ser beneficiario de amnistía alguna en ellas contempladas. El juez exhortado, “poniendo en tela de juicio” (sic) el comportamiento del juez Sastre, se preguntó por qué éste le invocó estas leyes anuladas que se refieren a hechos comprendidos entre el 24 de marzo de 1976 y el 29/9/83 (art. 10, ley 23.049), cuando el delito imputado a Bravo es del año 1972. Siendo tan clara la cuestión expuesta, me exime de todo comentario.
3. Delito político
El art. 4 del Tratado de extradición entre EE.UU. y Argentina establece en su inciso 1 que “la extradición no será concedida si el delito por el que se solicita la extradición es un delito político”. El juez norteamericano, reconociendo la dificultad de definir el concepto de delito político, trata de aproximarse a él con citas jurisprudenciales y doctrinarias. Con relación a este caso que lo ocupó expresó “que para satisfacer este punto de la excepción por delito político, un solicitante (el extraditable Bravo) debe demostrar que un levantamiento o algún otro disturbio político violento, como una insurrección, rebelión o una guerra, ocurre en el momento en que se cometió el delito (que se le atribuye al imputado)”. “Que en el presente caso las pruebas presentadas por Bravo con respecto de las actividades de la ERP y Montoneros durante 1970 a 1972 y los testimonios de los expertos Perdue y del profesor Solari han demostrado ampliamente la existencia de la rebelión, insurrección o guerra y han demostrado que el incidente de Trelew se llevó a cabo durante un “disturbio violento como la guerra, revolución y rebelión… Que las organizaciones terroristas estaban llevando a cabo, en este caso particular, una revolución con el fin de seguir adelante y tomar el control político…”; prosigue el magistrado con argumentaciones en el mismo sentido, en todo momento, sobre el carácter político de la acción de las víctimas; que, por ese motivo, el extraditable “satisfizo su responsabilidad (obligación procesal) de demostrar que las acusaciones contra él constituyen un delito político”. Concluye diciendo que al no haber refutado el gobierno argentino las pruebas de Bravo en ese sentido, también debe hacerse lugar a la defensa opuesta por éste de que se trató -el hecho a él imputado- de un delito político y también por éste motivo debe denegarse la extradición.
No es mi intención discutir el concepto de delito político sobre el cual la doctrina no se pone de acuerdo y las leyes y tratados se limitan a mencionar sin definirlo, dejando un ancho margen a la discrecionalidad judicial al momento de enfrentar tales situaciones; a ese efecto remito al lector a los excelentes estudios académicos citados al pie
. Yo no necesito entrar al tema por lo que diré seguidamente.
El juez Dubé agregó, lo que en mi opinión es equivocado, la calificación de delito político como otra de las causas para la denegación de la extradición del imputado; pero mi punto de vista negativo no es por la naturaleza del ilícito sino por el sujeto al cuál se lo adjudica. Efectivamente: se observa que todo el razonamiento del magistrado atribuyéndole ese carácter al delito imputado a Bravo, es trasladándole a él el carácter de delito político del accionar de las víctimas. Evidentemente, lo que lo lleva a calificar de político el hecho atribuido al extraditable es el contexto de revolución, rebelión y guerra para derrocar el orden establecido por parte de los otros; aquéllos contra los cuáles luchaba Bravo en nombre del Estado y durante cuyo desarrollo habría cometido su delito (aunque, como vimos, más arriba, tampoco consideró probado este extremo). Su error en nuestro concepto está en que la determinación de político o no del delito de que se trata debe serlo con relación al autor y no de sus ocasionales oponentes contra los cuáles se enfrentó. Es decir que los delitos cometidos por los agentes del Estado en su defensa frente a la revolución, rebelión, sedición, etc. no son políticos, susceptibles de ser beneficiados con la no extradición, prevista en casi todos los tratados internacionales sobre el tema; esas conductas -en este caso de un militar- están sujetas a la jurisdicción ordinaria o especial, según la ley vigente en el momento, y eso fue lo que sucedió con el imputado quien, después de instruido su sumario, fue sobreseído. Ésta es la razón de la improcedencia de su extradición, la cosa juzgada a su favor antes de ausentarse del país y no la inexistente naturaleza política de los hechos que se le atribuyeron.
Consideración aparte merece, pero no es objeto de este comentario, la impunidad del terrorista en atención a la finalidad política de su accionar, con lo que se evitaría su extradición de los que están fuera del país: ¿Cómo se compaginan estos delitos políticos no extraditables con el terrorismo? ¿Habrá alguna clase de terrorismo que no sea político? Esto parece haberlo resuelto El Convenio Internacional para la Represión de los Atentados Terroristas cometidos con Bombas, al que deberán sujetarse todos los tratados de extradición vigentes. Pero de esto se ocupó María A. Gelli con la solvencia que la caracteriza, en el trabajo arriba citado, comentando el fallo de la Corte en el caso Lariz Iriondo.
Conclusiones
a) La cosa juzgada invocada por el juez requerido para rechazar la extradición está fundada en un fallo de un tribunal militar argentino ratificado por decreto presidencial 425/1972 del presidente Lanusse cuya existencia -del fallo- fue negada por el juez requirente. De modo tal que mientras el norteamericano consideró acreditada la sentencia absolutoria con la documentación obrante en los antecedentes que tuvo a la vista, el juez argentino invocó como razón para descartar la cosa juzgada y poder de ese modo requerir la extradición, la falta de prueba de la existencia misma de ese decisorio, lo cual aquél calificó explícitamente de “claramente engañoso”.
El mencionado decreto es, sin dudas, un sobreseimiento definitivo fundado en el art. 338, segundo supuesto del Código de Justicia Militar.
b) La amnistía. Como otro argumento coadyuvante, el juez exhortado también niega la extradición porque el imputado fue beneficiado con la amnistía de la ley 20.508 que promulgó el gobierno de H. Cámpora, para ser aplicada a hechos anteriores al 25 de mayo de 1973 y que nunca fue anulada con posterioridad, como sí lo fueron las leyes 23.492 y 23.521 (“de punto final” y “obediencia debida”); destacando expresamente que el juez argentino exhortante le escamoteó aquel dato legislativo de la ley 20.508, primero no mencionándola, y después, en un exhorto ampliatorio, negando su aplicación al caso, pretendiendo encuadrar a Bravo en aquellas leyes -anuladas- que en realidad se referían a sucesos posteriores al 24 de marzo de 1976. 
En nuestro concepto, por las razones apuntadas en el ítem 2.1) el imputado no es beneficiario de la amnistía de la ley 20.508 porque ésta solamente favorece a los delincuentes subversivos y a los infractores disciplinarios y éticos -no delictivos- de hechos cometidos por militares y civiles en defensa del Estado.
c) El delito político: El encuadramiento del suceso que nos ocupa también en delito político que hace el juez de Florida, no aparece procedente. Es que, en nuestra opinión, tal calificación para funcionar como excepción al proceso debe referirse a los ilícitos atribuidos al imputado y no a los de las supuestas víctimas cuyo accionar Bravo pretendió conjurar con su conducta aquí cuestionada que, de no ser una represión legal (como la calificó el juez exhortado cuando valoró la prueba), encuadraría en los ilícitos que corresponda pero no son delitos políticos sino, simplemente, uso ilegítimo de la fuerza pública. De todos modos, como el mismo magistrado lo señaló, esta causa de la negativa de la extradición es sobreabundante pues, como se dijo al principio, con que esté acreditada una sola de las causales, es suficiente para el rechazo de la extradición requerida. 
d) En definitiva: Sin haber entrado a la consideración sobre la falta de pruebas (falta de “causa probable”) que también invocó el juez Dubé, y aún desechando -a nuestro criterio- como razones válidas para el rechazo de la extradición la amnistía de la ley 20.508 y la calificación de delito político del hecho en cuestión, la existencia de cosa juzgada, por sí sola, es suficiente para la denegación del pedido de extradición; por ella hace treinta y siete años que el imputado se encuentra fuera del alcance de la ley penal.
e) Por último, no podemos dejar de referirnos a la conducta de los agentes judiciales argentinos (el juez y el fiscal supuestamente controlador del proceso en el caso de que éste hubiera consentido lo que hizo el otro) con una conducta evidentemente engañosa en la información proporcionada al juez exhortado; si no estamos ante una inaceptable ignorancia del derecho, se trataría de una conducta punible que habiendo costado la privación de la libertad de una persona (por varios meses) parece exceder del mero prevaricato.
Notas
1 De Mónica Antonini en Lexis Nexis, suplemento de D.Penal y Procesal Penal, 2005,fas. 14 págs. 1580 y sgtes., “Terrorismo, delito político y cooperación internacional”, comentando el fallo de la Corte de “Lariz Iriondo”; María Angélica Gelli en La Ley, Suplemento de D. Constitucional, “El Terrorismo y el desarrollo progresivo de un delito internacional. Los interrogantes de “Lariz Iriondo”.
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